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DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado y ordenó al Director de Historia Laboral de Colpensiones resolver sobre esa reclamación. La Sala comparte esa decisión, ya que el derecho fundamental de petición de la señora Yolanda Bonilla Amortegui fue efectivamente lesionado, pues para la fecha del fallo de primera instancia, no había prueba de que se hubiese emitido respuesta alguna a la solicitud por ella elevada, a pesar de haber transcurrido más de quince días contados desde cuando fue presentada. Empero, en esta instancia se pudo constatar que aquel derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.
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   Expediente No. 66001-31-03-005-2017-00061-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 27 de junio último, en la acción de tutela que la señora Yolanda Bonilla Amortegui instauró contra esa Administradora Colombiana de Pensiones.
ANTECEDENTES

1. Relató la demandante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 15 de abril de 2016 pidió incluir en su historia laboral los periodos prestados al servicio del empleador Marino Herrera y Cia Comercial Alaska Ltda, comprendidos entre el 1º de diciembre de 1983 y el 24 de junio de 1988.

1.2 Por oficio del 29 de septiembre de 2016, Colpensiones le informó que debido a que en su historia laboral no se encontraron registros de cotizaciones realizadas por ese empleador, debía allegar soportes documentales que acreditaran dicha relación laboral.
1.3 Teniendo en cuenta que tal sociedad se encuentra en liquidación y que desconoce el domicilio y demás datos de contacto de su representante legal, en el mes de diciembre siguiente elevó otra solicitud en la cual manifestó que le era imposible aportar la certificación laboral u otras pruebas relacionadas. Sin embargo, allegó declaraciones extraprocesales que dan cuenta de los periodos en que se desempeñó como trabajadora de esa compañía. Además, pidió se le permitiera pagar las cotizaciones “dejadas de cancelar por hechos atribuibles al patrono, ya por falta de pago de aportes o por falta de afiliación del trabajador a través de la reserva actuarial o el título pensional correspondiente”.
1.4 Sin embargo, a la fecha y luego de vencido el término legal, la entidad no ha emitido respuesta alguna, circunstancia que constituye un obstáculo para acceder a su pensión.
2. Considera lesionados los derechos de petición, hábeas data y a la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones pronunciarse de fondo sobre la reclamación elevada.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto de 13 de junio último se admitió la acción contra los Directores de Historia Laboral y de Acciones Constitucionales de Colpensiones; funcionarios que notificados de tal providencia, guardaron silencio.

2. Mediante sentencia del 27 de junio último la señora Jueza Quinta Civil del Circuito de Pereira concedió el amparo solicitado y ordenó al Director de Historia Laboral de Colpensiones, en el término de ocho días, resolver de fondo la solicitud presentada por la actora en el mes de diciembre del año pasado.

Para decidir así, con fundamento en jurisprudencia de la Corte Constitucional que consideró aplicable al caso, estimó que la entidad accionada vulneró el derecho de petición de la demandante al dejar de pronunciarse sobre la solicitud que elevó la citada señora, hace más de seis meses, con el fin de que se le permitieran pagar, por su propia cuenta, los aportes dejados de cancelar por su antiguo empleador Marino Herrera y Cia Comercial Alaska Ltda.

3. Inconforme con el fallo, el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, lo impugnó. Pidió se declarara la carencia actual de objeto por hecho superado, en razón a que por medio de oficio del 21 de junio de este año se resolvió la petición presentada por la accionante en el mes de diciembre de 2016.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2. Corresponde a la Sala decidir si la entidad demandada desconoció el derecho de petición de que es titular la accionante, al no dar respuesta a la solicitud que elevó el mes de diciembre pasado, con la que pretende se le permita pagar los periodos dejados de cotizar por su empleador entre el 1º de diciembre de 1983 y el 24 de junio de 1988; además, si se está frente a un hecho superado, como lo propone la entidad impugnante.

3. La funcionaria de primera sede, como ya se indicara, concedió el amparo solicitado y ordenó al Director de Historia Laboral de Colpensiones resolver sobre esa reclamación.

La Sala comparte esa decisión, ya que el derecho fundamental de petición de la señora Yolanda Bonilla Amortegui fue efectivamente lesionado, pues para la fecha del fallo de primera instancia, no había prueba de que se hubiese emitido respuesta alguna a la solicitud por ella elevada, a pesar de haber transcurrido más de quince días contados desde cuando fue presentada.
4. Empero, en esta instancia se pudo constatar que aquel derecho se encuentra satisfecho en la actualidad.

5. En efecto, están probados en el proceso los siguientes hechos:
5.1 En escrito presentado en el mes de diciembre de 2016
, la accionante solicitó a Colpensiones le permitiera pagar los aportes que su empleador Marino Herrera y Cia Comercial Alaska Ltda omitió cancelar, entre el 1º de diciembre de 1983 y el 24 de junio de 1998
. Lo anterior en razón a que le es imposible aportar los soportes que acrediten que laboró al servicio de esa sociedad, exigidos por esa administradora de pensiones para incluirlos en su historial de cotizaciones, ya que la matrícula mercantil del establecimiento de comercio denominado Taller de Mecánica Alaska se encuentra cancelada y desconoce el paradero de su propietario y del representante legal de aquella. Además, requirió que se tuvieran en cuenta las declaraciones que fueron allegadas con la solicitud de corrección de historia laboral que demuestran el citado vínculo laboral
.

5.2 El Director de Historia Laboral de Colpensiones, con funciones asignadas de Director de Ingresos por Aportes, dio respuesta a esa solicitud mediante oficio del 21 de junio de este año, en el que informó que de conformidad con la circular No. 03 de 2012, emitida por la Vicepresidencia Jurídica y Doctrinal de esa entidad, el trabajador puede recuperar los tiempos de cotización que no fueron aportados debido al incumplimiento de un tercero, cuando la empresa donde laboró haya desaparecido o el empleador haya sido declarado insolvente; en los aplicativos de esa administradora de pensiones no se evidencia que la peticionaria haya tenido relación laboral alguna con el empleador Marino Herrera y Cia Comercial Alaska Ltda y por tanto no existe deuda por aportes pendientes a cargo de este, razón por la cual es inviable la solicitud de recuperación de semanas. En este caso, entonces, lo que procede es el traslado de la reserva actuarial que se aplica cuando el patrono omitió afiliar a su empleado, de acuerdo con el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y que consiste en que aquel transfiera el valor actualizado de los aportes dejados de cotizar al fondo de pensiones, y le explicó los trámites que se deben agotar para ese fin
.

5.3 Esta respuesta, fue remitida ese mismo día a la dirección de la accionante Yolanda Bonilla Amortegui
. 

6. De esta manera las cosas, se justifica dar aplicación al artículo 26 del Decreto 2591 de 1991, según el cual: “Cesación de la actuación impugnada. Si estando en curso la tutela, se dictare resolución administrativa o judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud únicamente para efectos de indemnización y costas, si fueren procedentes...".
Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional:  

“2.2. Por su naturaleza, la tutela está llamada a operar en aquellos eventos en los que la situación fáctica exige la pronta adopción de medidas de protección, razón por la cual su eficacia radica en la posibilidad que tiene el juez constitucional, si encuentra probada la amenaza o violación alegada, de impartir una orden dirigida a garantizar la defensa actual e inminente del derecho afectado.

2.3. Por eso, cuando la causa de la violación o amenaza de los derechos fundamentales cesa o desaparece, la acción de tutela pierde su razón de ser, pues la orden que pudiera proferir el juez en defensa de tales derechos no tendría ningún efecto, resultando innecesario un pronunciamiento de fondo. De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando tal situación tiene lugar se está en presencia de una carencia actual de objeto por hecho superado.

2.4 En reiterada jurisprudencia, la Corte ha expuesto que se constituye una carencia actual de objeto por hecho superado, cuando se produce un cambio sustancial en la situación fáctica que originó la acción de tutela; tendiente a detener la posible vulneración o amenaza, y por consiguiente, a satisfacer la pretensión invocada. En ese escenario, pierde sentido cualquier pronunciamiento encaminado a la protección de derechos fundamentales por parte del juez constitucional. 


2.5 Al respecto, en Sentencia SU-225 de 2013, esta Corporación expuso que: “La carencia actual de objeto por hecho superado se configura cuando entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión contenida en la demanda de amparo. En otras palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este sentido, la jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto de la satisfacción de lo pedido en tutela.”

2.6. En consecuencia, cuando las circunstancias que motivan la acción de tutela desparecen, no hay lugar a emitir pronunciamiento de fondo, pues, en esos casos, se configura una carencia actual de objeto por hecho superado.”
 
7. En conclusión, se confirmará el fallo que se revisa, pero se declarará la carencia actual de objeto por encontrarse superado el hecho que originó la lesión al derecho de petición. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito local, el pasado 27 de junio, en la acción de tutela que promovió la señora Yolanda Bonilla Amortegui contra la Administradora Colombiana de Pensiones -Colpensiones-, pero se declara la carencia actual de objeto por hecho superado.

SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Si bien la copia de esa petición carece de recibido, en la tutela se indicó que fue elevado en esa fecha, hecho que fue corroborado por Colpensiones tanto en el recurso de impugnación como en el oficio por medio del cual la resolvió  


� Folio 2 cuaderno No. 1


� Folios 16 y 17 cuaderno No. 1


� Folios 36 y 37 cuaderno No. 1


� Folio 38 cuaderno No. 1


� Sentencia T-117A de 2014, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez
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